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DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

Al  contestar refiérase 

al oficio N°  09316
4 de agosto de 2005

DAGJ-2226-2005

Señor

Guillermo Delgado Orozco

Secretario Municipal 

MUNICIPALIDAD DE POCOCÍ

Estimado señor:

Asunto: Solicitud de criterio jurídico relacionado con la aplicación de la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública (Ley Nº 8422 publicada en el diario oficial La Gaceta Nº 212 del 29 de octubre de 2004).

Se refiere este Despacho a su oficio Nº SMP-233-05 presentado a la Contraloría General el 30 de marzo de 2005, mediante el cual pone en conocimiento y a su vez solicita el criterio jurídico del Órgano Contralor, respecto del Acuerdo Nº 233 adoptado en la sesión ordinaria Nº 21 de ese Concejo Municipal realizada el 28 de marzo del año en curso, en la cual el regidor Iván Angulo Vargas, presentó una moción a fin de solicitar a las áreas legal y de auditoria municipales un pronunciamiento en torno a “1- Si los beneficios actualizados por la convención colectiva de este Municipio y Asociación Solidarista, riman con los argumentos establecidos en la Ley de enriquecimiento ilícito. 2-Sustentado en el artículo II y 27 de la constitución Política”. 

Criterio del Despacho.

Sobre el particular debe tenerse presente, que los fines de la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública se encuentran definidos en el artículo 1º de dicho cuerpo normativo, numeral que los refiere a “prevenir, detectar y sancionar la corrupción en el ejercicio de la función pública”, finalidad cuya consecución espera ser alcanzada en primera instancia, mediante la regulación y sanción de una serie de conductas u omisiones constitutivas por sí mismas de actos de corrupción -o al menos en acciones que facilitan la verificación de este tipo de no actos no deseados por el ordenamiento jurídico-, así como el establecimiento de determinadas restricciones, prohibiciones e incompatibilidades que vinculan a los sujetos pasivos
 de la norma de cita.

Cabe señalar que según los tres fines que se pretenden alcanzar con la aplicación de la Ley Nº 8422, se detecta en ella la presencia de una serie de disposiciones generales y particulares enfocadas a la atención de cada uno de aquellos, y que en el caso de la prevención de actos y conductas de corrupción, implican el establecimiento de un régimen preventivo comprensivo de restricciones para el desempeño simultáneo de cargos públicos; prohibiciones para el ejercicio de profesiones liberales por parte de funcionarios que ocupen determinados cargos dentro de la Administración Pública; e incompatibilidades entre el ejercicio de sus cargos y la participación que puedan tener en empresas o entidades privadas sea como miembros de sus órganos directivos o por su participación en sus capitales sociales.

Asimismo, la norma legal de mérito incluye disposiciones relativas a la declaración jurada sobre la situación patrimonial, un régimen de responsabilidad y de sanción en el orden administrativo y civil, la modificación de algunos tipos penales ya existentes y la creación de algunos nuevos, y finalmente dispone la reforma de algunas normas legales que ya componen nuestro ordenamiento jurídico como lo son, la Ley de Contratación Administrativa, la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa-Administrativa, el Código Municipal, la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, entre otras.

Ahora bien con vista en lo indicado en el oficio Nº SMP-233-05, y la intención de que este Órgano Contralor proceda a analizar, los beneficios contenidos en la convención colectiva y en las disposiciones estatutarias de la Asociación Solidarista existente -según se menciona- en esa corporación municipal, a la luz de lo dispuesto en la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, importa advertir que del artículo 129 de nuestra Constitución Política, se desprende un deber general de carácter ineludible y vinculante para todos y cada uno de los ciudadanos -sean o no operadores del derecho-, para informarse del contenido de las normas legales que integran nuestro ordenamiento jurídico, incluida lógicamente la Ley Nº 8422 y su Reglamento Ejecutivo (publicado en el Alcance Nº 11 al diario oficial La Gaceta Nº 82 del 19 de abril de 2005). 
De esta forma constituye una responsabilidad primaria e ineludible de su representada con el apoyo de las áreas y unidades internas competentes, informarse entonces del contenido y los alcances de las normas jurídicas que conforman nuestro ordenamiento, mandato que resulta extensivo a las disposiciones de la Ley Nº 8422 y su Reglamento Ejecutivo

No obstante lo anterior, si una vez realizado dicho ejercicio subsiste alguna duda o inquietud con relación a lo dispuesto en tales normas, frente a uno o varios beneficios colectivos o solidaristas concretos existentes y vigentes en esa corporación municipal, bien puede plantearse la consulta correspondiente al Órgano Contralor, cumpliendo previamente con los requerimientos establecidos en el artículo 29 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República (Ley Nº 7428 del 7 de setiembre de 1994) y la Circular Nº CO-529 publicada en La Gaceta Nº 107 del 5 de junio de 2000.  

En los términos expuestos dejamos evacuada su consulta.

Atentamente,

	Lic. Manuel Martínez Sequeira
                     Gerente de División
	Lic. Jaínse Marín Jiménez
                          Fiscalizador

	
	


JMJ/Rbr

NI: 6822  

Ci: Archivo Central


· Criterios y dictámenes. 

�Sobre el particular el artículo 2º de la Ley Nº 8422 dispone lo siguiente: “Para los efectos de esta Ley, se considerará servidor público toda persona que presta sus servicios en los órganos y en los entes de la Administración Pública, estatal y no estatal, a nombre y por cuenta de esta y como parte de su organización, en virtud de un acto de investidura y con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva.  Los términos funcionario, servidor y empleado público serán equivalentes para los efectos de esta Ley.


Las disposiciones de la presente Ley serán aplicables a los funcionarios de hecho y a las personas que laboran para las empresas públicas en cualquiera de sus formas y para los entes públicos encargados de gestiones sometidas al derecho común; asimismo, a los apoderados, administradores, gerentes y representantes legales de las personas jurídicas que custodien, administren o exploten fondos, bienes o servicios de la Administración Pública, por cualquier título o modalidad de gestión”.





